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e informarse de los mismos en el Ayuntamiento del tér-
mino a que se refieran. También podrá consultarse la
información urbanística disponible en la Administración
regional.

2. Todo administrado tiene derecho a que el Ayun-
tamiento le informe por escrito del régimen urbanístico
aplicable a una finca o sector. A tal efecto, los Ayunta-
mientos deberán crear un documento acreditativo, de-
nominado Cédula Urbanística.

3. Los Ayuntamientos deberán crear un documen-
to específico, denominado Cédula de Edificación, para
la determinación de las condiciones técnicas de edifi-
cación de un solar determinado, que sirva de base para
la redacción del proyecto correspondiente.

4. Ambas cédulas deberán expedirse a solicitud
de cualquier administrado en el plazo máximo de un
mes desde su solicitud, aportando a tal efecto aquél los
datos necesarios para la identificación de la finca o
sector de que se trate.

Artículo 154.- Publicidad de las urbanizaciones.
1. La publicidad de las urbanizaciones deberá ex-

presar la fecha de aprobación del Plan correspondiente
y no podrá contener indicaciones en contra de lo dis-
puesto en el citado Plan.

2. En las enajenaciones de parcelas urbanizables
deberá hacerse constar la fecha del acto de su aproba-
ción y las cláusulas que se refieran a los compromi-
sos entre las partes. La infracción de las disposicio-
nes contenidas en el apartado anterior facultará al
adquirente para resolver el contrato, en el plazo de un
año a contar desde su otorgamiento, y exigir la indem-
nización de los daños y perjuicios que se le hubieren
irrogado.

TÍTULO V

GESTIÓN URBANÍSTICA Y PATRIMONIOS PÚBLICOS DE
SUELO

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 155.- Concepto y modalidades de gestión
urbanística.
1. La gestión urbanística es el conjunto de actua-

ciones y procedimientos establecidos legalmente para
la transformación del suelo, y, en especial, para su ur-
banización y edificación en ejecución del planeamiento
urbanístico.

2. En suelo urbano consolidado, núcleos rurales
y suelo urbano especial, la gestión urbanística se efec-
tuará mediante actuaciones aisladas sobre las parce-
las existentes, previa normalización de fincas y cesión
de viales o expropiación, en su caso.

3. En suelo urbano no consolidado y en suelo
urbanizable, la gestión urbanística se efectuará me-
diante actuaciones integradas sobre áreas delimita-
das como Unidades de Actuación, a desarrollar me-
diante alguno de los sistemas regulados en esta Ley.

4. Excepcionalmente, en casos debidamente jus-
tificados podrá efectuarse la gestión urbanística tanto
por actuaciones aisladas como integradas en cualquie-
ra de las categorías y clases de suelo señaladas en los
apartados anteriores.

Artículo 156.- Obtención de dotaciones urbanísticas.
Los terrenos reservados en el planeamiento para

sistemas generales y demás dotaciones urbanísticas
públicas, podrán ser adquiridos:

a) Por cesión gratuita a la Administración actuante,
mediante alguno de los sistemas de actuación previs-
tos en este título.

b) Mediante expropiación forzosa, conforme a la le-
gislación específica en esta materia.

c) Mediante ocupación directa, en el caso de siste-
mas y dotaciones urbanísticas generales o locales,
conforme a lo previsto en esta Ley.

Artículo 157.- Órganos de gestión urbanística.
Son órganos de gestión urbanística:
1. Las administraciones públicas competentes y

las entidades de Derecho público dependientes de
ellas podrán constituir mancomunidades, gerencias,
consorcios y sociedades mercantiles para la gestión ur-
banística, conforme a lo dispuesto en su legislación
reguladora. A los consorcios y sociedades mercantiles
podrán incorporarse los particulares y las entidades de
Derecho privado.

2. Los propietarios afectados por actuaciones ur-
banísticas podrán participar en su gestión mediante en-
tidades urbanísticas colaboradoras, como las juntas de
compensación, las asociaciones de propietarios en los
sistemas de cooperación, concurrencia y expropiación y
las destinadas a la conservación y mantenimiento de la
urbanización. A dichas entidades les afectarán las si-
guientes prescripciones:

a) Tendrán carácter administrativo, dependerán
en este orden del Ayuntamiento; y se regirán por el De-
recho público en lo relativo a organización, formación
de voluntad de sus órganos y relaciones con el Ayunta-
miento.

b) Su constitución y estatutos deberán ser aproba-
dos por el Ayuntamiento, y adquirirán personalidad jurí-
dica con su inscripción en el correspondiente Registro
Municipal de Entidades Colaboradoras.

c) Deberán reconocer el derecho de los propietarios
afectados a incorporarse en las mismas condiciones y
con análogos derechos que los miembros fundadores.

3. El urbanizador, que será la persona física o jurídi-
ca, pública o privada que, sin necesidad de ser propietaria
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de los terrenos, realice las actuaciones urbanísticas
tendentes a la urbanización y edificación en los térmi-
nos definidos en la presente Ley.

En los supuestos de gestión pública indirecta, el
régimen jurídico del urbanizador tendrá naturaleza con-
tractual, sometido a la legislación sobre contratos de
las administraciones públicas, sin perjuicio de lo esta-
blecido en esta Ley y en sus normas de desarrollo.

Artículo 158.- Convenios urbanísticos.
1. Las administraciones públicas y las entidades

de Derecho público de ellas dependientes, así como
los consorcios y sociedades urbanísticas, podrán sus-
cribir convenios entre sí o con particulares, con la finali-
dad de establecer condiciones detalladas para la ejecu-
ción del planeamiento urbanístico, o bien para la
formulación o modificación de éste.

2. Los convenios urbanísticos no podrán limitar el
ejercicio de las competencias de la Administración pú-
blica, ni dispensar del cumplimiento de los deberes ur-
banísticos exigidos en esta Ley. Serán nulas de pleno
derecho las estipulaciones de los convenios urbanísti-
cos que contravengan lo establecido en esta Ley o en el
planeamiento, sin perjuicio de que puedan incluir, entre
sus objetivos, la revisión o modificación de éste.

3. La negociación, tramitación y celebración de los
convenios urbanísticos se atendrán a los principios de
transparencia y publicidad, conforme a las siguientes
normas:

a) El Ayuntamiento publicará los convenios en el
Boletín Oficial de la Región, en el plazo de un mes des-
de su celebración y los mantendrá en régimen de con-
sulta pública.

b) Los convenios en los que establezcan condicio-
nes para la formulación o modificación de los instru-
mentos de planeamiento se incorporarán a los corres-
pondientes expedientes desde el mismo inicio del
procedimiento.

c) Los convenios en los que se establezcan condi-
ciones para el cumplimiento del deber legal de cesión
del aprovechamiento correspondiente al Ayuntamiento,
o de la participación de éste en los gastos de urbaniza-
ción en el planeamiento de iniciativa particular, se aten-
drán a lo dispuesto en esta Ley en cuanto al destino y
transmisión de los patrimonios públicos de suelo, e in-
cluirán la valoración pertinente.

4. Los convenios urbanísticos tendrán, a todos los
efectos, naturaleza y carácter jurídico-administrativo.

Artículo 159.- Proyectos de urbanización.
1. Los Proyectos de Urbanización tienen por objeto

la ejecución integrada de las obras de urbanización in-
cluidas en sectores o Unidades de Actuación en desa-
rrollo de las previsiones fijadas en el planeamiento,
conteniendo la supresión de barreras arquitectónicas y
garantizando la accesibilidad.

2. Los proyectos de urbanización no podrán modi-
ficar las previsiones del planeamiento que desarrollan,

sin perjuicio de que puedan efectuar las adaptaciones
exigidas por el desarrollo y ejecución material de las
obras.

3. Los proyectos de urbanización comprenderán
todos los documentos necesarios para la completa de-
finición y ejecución de las obras comprendidas en su
ámbito, incluyendo una memoria y anexos necesarios,
plano de situación en relación con el planeamiento y
planos de proyecto y de detalle, mediciones, cuadros de
precios, presupuesto y pliego de condiciones de ejecu-
ción de las obras y servicios.

4. Los proyectos de urbanización serán elabora-
dos por los propietarios, por el urbanizador o de oficio
por la Administración actuante, según proceda.

5. La tramitación de los proyectos de urbanización
se sujetará al procedimiento regulado en el artículo 142
de esta Ley.

Artículo 160.- Gastos de urbanización.
1. A los efectos de esta Ley, tienen la considera-

ción de gastos de urbanización todos aquellos requeri-
dos por el planeamiento y, como mínimo, los siguien-
tes:

a) Ejecución o acondicionamiento de las vías pú-
blicas, incluida la pavimentación de calzadas y aceras,
señalización y jardinería.

b) Ejecución o adecuación de los servicios urba-
nos exigibles conforme al planeamiento urbanístico y, al
menos, los siguientes:

1.º Abastecimiento de agua potable, incluida su
captación, depósito, tratamiento y distribución, así como
las instalaciones de riego y los hidrantes contra incen-
dios.

2.º Saneamiento, incluidas las conducciones y co-
lectores de evacuación, los sumideros para la recogida
de aguas pluviales y las instalaciones de depuración.

3.º Suministro de energía eléctrica, incluidas las insta-
laciones de conducción, transformación, distribución y
alumbrado público.

4.º Canalización e instalación de gas y de los de-
más servicios exigidos en cada caso por el
planeamiento.

c) Ejecución de los espacios libres públicos, in-
cluidos el mobiliario urbano, la jardinería y la plantación
de arbolado y demás especies vegetales.

d) Redacción y tramitación de Planes y proyectos,
y todo tipo de honorarios facultativos que conlleve el
proceso de urbanización y aquellos otros gastos justi-
ficados e imputables a tal fin.

e) Las indemnizaciones a propietarios y arrenda-
tarios y demás gastos que procedan para la extinción
de servidumbres y derechos de arrendamiento, la des-
trucción de construcciones, instalaciones y plantacio-
nes y el cese de actividades, incluso gastos de trasla-
do, cuando cualquiera de ellos sea incompatible con el
planeamiento urbanístico o su ejecución, así como
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para satisfacer los derechos de realojo y retorno,
cuando sean procedentes.

2. Los gastos de urbanización corresponden a
los propietarios o titulares de derechos patrimoniales,
según el régimen aplicable a cada clase y categoría
de suelo. Corresponden a las empresas
concesionarias o titulares de los servicios los gastos
de las instalaciones y obras necesarias para el sumi-
nistro y servicios energéticos, de telecomunicación o
nuevas tecnologías de sectores liberalizados por la le-
gislación estatal. Los propietarios de suelo o promoto-
res tendrán derecho a ser reintegrados de los gastos an-
ticipados por estos conceptos.

3. Los gastos de urbanización podrán satisfa-
cerse total o parcialmente mediante la cesión de te-
rrenos edificables de valor urbanístico equivalente.

4. Los gastos de infraestructuras de conexión a
los sistemas generales exteriores al sector, que exce-
dan de los requeridos para el mismo, serán
repercutidos por la Administración actuante, en la cuan-
tía que corresponda, sobre los propietarios que resul-
ten beneficiados, según se determine en el Programa
de Actuación.

Artículo 161.- Participación de la Administración en
los gastos de urbanización.
1. En suelo urbanizable, la Administración partici-

pará en los gastos de urbanización en la proporción de
aprovechamiento que le corresponda por cesión obliga-
toria, salvo en los planes de iniciativa particular en los
que corresponde a los propietarios. Excepcionalmente,
cuando resulten excesivas las cargas de urbanización
para los propietarios afectados, en relación con el apro-
vechamiento previsto, podrá contribuir la Administración
hasta el límite del porcentaje de aprovechamiento que
le corresponda.

2. En Unidades de Actuación de suelo urbano, la
Administración participará en los gastos de urbaniza-
ción en la proporción de aprovechamiento urbanístico
que le corresponda, aunque cuando resulten excesi-
vas las cargas de urbanización, podrá aumentar su
contribución equiparando la repercusión de los costes
a los de otras actuaciones análogas que hayan resul-
tado viables.

3. No obstante, en los sistemas de Concurrencia y
Concertación Indirecta, se podrá fijar como elemento de
concurso el grado de participación en dichas cargas.

Artículo 162.- Garantía de urbanización.
1. Con el fin de asegurar el cumplimiento del de-

ber de urbanizar, el urbanizador o el promotor de urba-
nizaciones de iniciativa particular deberá constituir una
garantía equivalente al 10 por ciento de la evaluación
económica de los costes de urbanización de cada uni-
dad, una vez recaída la aprobación definitiva del progra-
ma de actuación y como requisito para su efectividad.

2. Cuando sea conveniente anticipar o diferir deter-
minadas obras de urbanización y edificación respecto

de la total ejecución de una actuación urbanística, el
Ayuntamiento impondrá a la prestación una garantía
que asegure la ejecución de dichas obras, de conformi-
dad con el planeamiento y su adecuación a la gestión
posterior.

Esta garantía se establecerá en un porcentaje co-
rrespondiente a su superficie sobre el valor estimado
de las obras de la Unidad de Actuación. Si ésta no estu-
viera delimitada se aplicará un porcentaje equivalente
al 5 por ciento del precio máximo vigente de vivienda de
protección oficial por cada metro cuadrado de edifica-
ción.

3. En los supuestos de ejecución simultánea de
urbanización y edificación se estará a lo dispuesto en el
artículo 211 de esta Ley.

Artículo 163.- Recepción de obras de urbanización.
1. Una vez terminadas las obras de urbanización e

instalaciones y dotaciones, en su caso, el urbanizador o los
propietarios lo pondrán en conocimiento del Ayuntamiento
para su cesión.

2. El Ayuntamiento, en el plazo de tres meses des-
de la recepción de la comunicación, deberá resolver,
señalando fecha para formalizar el acta de cesión o
bien requerir, la subsanación de las deficiencias adver-
tidas que deban corregirse.

Transcurrido el plazo anterior sin que se hubiera
notificado resolución expresa del Ayuntamiento, se con-
siderará aceptada la cesión por silencio administrativo.

3. La recepción de las obras cedidas tendrá carác-
ter provisional durante un año a contar desde el día si-
guiente de la formalización del acta de cesión o de la fe-
cha en que se hubiera producido la aprobación por
silencio administrativo.

Transcurrido el plazo del año sin notificación algu-
na del Ayuntamiento la recepción adquirirá carácter defi-
nitivo.

4. Con la recepción definitiva procederá la devolu-
ción de los avales o garantías constituidos y el reinte-
gro, en su caso, de los gastos anticipados.

Capítulo II

Delimitación de Unidades de Actuación y actuaciones
aisladas

Artículo 164.- Proyectos de delimitación de unidades
de actuación.
1. Los Proyectos de Delimitación de Unidades de

Actuación tienen por objeto la determinación de los lími-
tes de las Unidades de Actuación cuando no vengan es-
tablecidas en el planeamiento o para su modificación o
reajuste, conforme a los criterios señalados en esta Ley.

2. El proyecto deberá contener los documentos y
planos, a escala adecuada, necesarios para definir su
objeto, justificando el cumplimiento de lo señalado
para las Unidades de Actuación en esta Ley.
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3. Los Proyectos de delimitación de Unidades de
Actuación serán elaborados por los propietarios, por el
urbanizador o de oficio por la Administración actuante,
según proceda.

4. La tramitación de los proyectos de delimitación
de Unidades de Actuación se sujetará al procedimiento
regulado en el artículo 142 de esta Ley.

Artículo 165.- Actuaciones aisladas.
1. Las actuaciones aisladas pueden tener por

objeto:
a) Completar la urbanización de las parcelas de

suelo urbano consolidado, a fin de que alcancen la con-
dición de solar, si aún no la tuvieran.

b) Ejecutar los sistemas generales y demás do-
taciones urbanísticas públicas, así como ampliar los
patrimonios públicos de suelo, en cualquier clase de
suelo.

c) Regularizar la configuración de los predios con-
forme a la ordenación urbanística.

2. La gestión de las actuaciones aisladas puede
ser:

a) Pública, con cualquiera de las finalidades pre-
vistas en el número anterior, mediante expropiación, ce-
sión de viales o normalización de fincas.

b) Privada, mediante cesión de viales o normaliza-
ción de fincas.

Artículo 166.- Edificación directa.
1. En suelo urbano consolidado y donde no proce-

da la delimitación de una Unidad de Actuación, podrá
edificarse directamente, sin más requisito que la obten-
ción de la licencia urbanística correspondiente, en la
que se impondrán, en su caso, las condiciones nece-
sarias para asegurar que el suelo alcance la condición
de solar, debiendo asumir en este supuesto el promo-
tor los gastos que conlleve, y depositar los avales y ga-
rantías que correspondan, con arreglo a la legislación
de régimen local.

2. Las obras de urbanización u ordinarias que el
Ayuntamiento lleve a cabo serán financiadas, cuando
proceda, mediante contribuciones especiales, confor-
me a la normativa de régimen local.

Artículo 167.- Cesión de viales.
1. Cuando sea preciso regularizar la alineación de

una parcela conforme al planeamiento, se podrá esta-
blecer de forma directa la cesión gratuita de los terre-
nos calificados como viales públicos y, además, el com-
promiso de su urbanización como requisito previo a la
obtención de licencia para edificar.

2. Cuando la cesión de terrenos suponga más de
un 20 por ciento de la parcela o quede ésta como
inedificable, el propietario tendrá derecho a la delimi-
tación de una Unidad de Actuación para la justa com-
pensación de cargas o a su indemnización a cargo de
la administración actuante.

Artículo 168.- Normalización de fincas.
1. La normalización de fincas tiene por objeto adap-

tar la configuración física de las parcelas de suelo urbano
consolidado, urbano especial y de núcleos rurales a las
determinaciones del planeamiento urbanístico.

2. La normalización se limitará a definir los nuevos
linderos de las fincas afectadas, siempre que no incida
en el valor de las mismas en proporción superior al 15
por ciento ni a las construcciones existentes no decla-
radas fuera de ordenación. Si se apreciase una diferen-
cia superior al 15 por ciento del valor de las fincas re-
sultantes, se acudirá a un sistema de actuación
integrada. Las variaciones en el valor de las fincas, en
su caso, se compensarán económicamente.

3. La normalización se aprobará por el Ayunta-
miento, de oficio o a instancia de alguno de los afecta-
dos, previa notificación a todos ellos, otorgándoles un
plazo de audiencia de quince días, y el acuerdo munici-
pal tendrá acceso al Registro de la Propiedad, confor-
me a la legislación registral.

Capítulo III

Gestión de actuaciones integradas

Sección Primera

Disposiciones generales

Artículo 169.- Actuaciones integradas.
1. Las actuaciones integradas tienen por objeto la

urbanización completa de los terrenos clasificados
como suelo urbano y como suelo urbanizable, cumplien-
do los deberes urbanísticos establecidos para cada cla-
se y categoría de suelo, mediante la aprobación, en su
caso, de un programa de actuación.

2. La gestión de las actuaciones integradas se de-
sarrollará sobre Unidades de Actuación completas utili-
zándose como instrumento el proyecto de reparcelación,
cuando sea necesario, o el de expropiación, en su caso.

3. Con las especialidades señaladas para cada
sistema de actuación, el urbanizador será el responsa-
ble de ejecutar la actuación, elaborando el proyecto de
reparcelación así como el de urbanización, y financian-
do los gastos de urbanización que procedan, sin perjui-
cio de la obligación de los propietarios de costearlos.

Artículo 170.- Unidades de Actuación.
1. Las Unidades de Actuación son ámbitos delimi-

tados en el planeamiento o mediante procedimiento
específico, en suelo urbano y suelo urbanizable
sectorizado, para su ejecución integrada y completa.

2. La delimitación de las Unidades se realizará en
el instrumento de planeamiento urbanístico que esta-
blezca la ordenación detallada del sector, aunque tam-
bién podrá delimitarse y modificarse mediante Proyecto
de Delimitación de Unidad de Actuación.
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3. Las Unidades de Actuación se delimitarán de
forma que permitan la ejecución de las determinaciones
del planeamiento urbanístico y el cumplimiento conjunto
de los deberes de urbanización, cesión y equidistribución,
respetando además las siguientes reglas:

a) Se incluirán todos los terrenos reservados en el
planeamiento urbanístico para dotaciones urbanísticas pú-
blicas que sean necesarios para desarrollar la actuación.

b) En suelo urbano no consolidado las Unidades
podrán ser discontinuas, y su aprovechamiento total no
podrá desviarse en más de un 15 por ciento de la me-
dia de aprovechamientos de todas las unidades inclui-
das en la misma área urbana homogénea.

c) En suelo urbanizable sectorizado las Unidades
también podrán ser discontinuas, si bien a los solos
efectos de incluir terrenos destinados a sistemas ge-
nerales, y su aprovechamiento será el de referencia del
sector al que se vinculen.

4. Cuando en la Unidad existan bienes de uso y
dominio publico adquiridos de forma onerosa, el apro-
vechamiento correspondiente a su superficie pertene-
cerá a su Administración titular. Para los no adquiridos
de forma onerosa, cuando su superficie total fuera igual
o inferior a la superficie de los bienes de uso y domi-
nio público que resulten del planeamiento urbanísti-
co, se entenderán sustituidos unos por otros, y si fuera
superior, la Administración citada tendrá derecho al
aprovechamiento correspondiente al exceso.

Artículo 171.- Sistemas de actuación integrada.

Las actuaciones integradas se desarrollarán me-
diante alguno de los siguientes sistemas:

1. De iniciativa privada:

a) Sistema de concertación directa.

b) Sistema de concertación indirecta.

c) Sistema de compensación.
2. De iniciativa pública:

a) Sistema de cooperación.
b) Sistema de concurrencia.
c) Sistema de expropiación.

d) Sistema de ocupación directa.
Corresponde a la Administración actuante esta-

blecer el sistema de actuación aplicable según las ne-
cesidades, medios económico-financieros con que
cuente, colaboración de la iniciativa privada y demás cir-
cunstancias que concurran, dando preferencia a los sis-
temas de iniciativa privada, salvo que razones de inte-
rés público demanden los sistemas de iniciativa
pública.

No obstante, el sistema adoptado podrá ser objeto
de modificación, de oficio o a solicitud de los interesa-
dos, mediante el procedimiento establecido en el artícu-
lo 142 de esta Ley.

Artículo 172.- Programas de actuación.
1. Los Programas de Actuación son instrumentos

de gestión urbanística que tienen por objeto establecer
las bases técnicas y económicas de las actuaciones en
los sistemas de concertación, compensación, coopera-
ción y concurrencia.

2. Sin perjuicio de las especialidades que se de-
terminen para cada sistema de actuación, los Progra-
mas de Actuación contendrán:

a) Identificación del promotor, y relación de los pro-
pietarios y de los titulares que consten en el Catastro y,
en su caso, en el Registro de la Propiedad.

b) Justificación del ámbito territorial y sistema de ac-
tuación propuesto conforme al planeamiento vigente, o, en
su caso, al Avance de planeamiento que se acompañe
como anexo.

c) Estimación de los gastos de urbanización, pro-
grama de trabajo y distribución de inversiones, confor-
me a lo señalado en el artículo 160 de esta Ley.

d) Plazos para la ejecución de la actuación, que no
podrán exceder de los señalados en el planeamiento ur-
banístico para el cumplimiento de los deberes urbanísti-
cos exigibles.

e) Garantías que aseguren la ejecución de la ac-
tuación, mediante crédito comprometido con cargo a
fondos públicos, o la planificación y compromiso finan-
ciero de la inversión con fondos cuyo origen deberá
acreditarse.

f) Compromiso de prestación de aval o fianza por
el urbanizador en cuantía del 10 por ciento de los gastos
de urbanización previstos.

g) En su caso, compromisos complementarios del
urbanizador en cuanto a edificación, cesiones, ejecu-
ción de dotaciones urbanísticas, afección de inmuebles
a fines sociales u otras prestaciones.

Artículo 173.- Elaboración y aprobación de los
programas de actuación.
1. Los Programas de Actuación podrán ser elabo-

rados por los particulares, por el Ayuntamiento o por
cualquier otra Administración pública. El Ayuntamiento
podrá autorizar la ocupación temporal de terrenos para
obtener información, conforme a la legislación
expropiatoria.

2. Los Programas de Actuación podrán aprobarse y
modificarse conjuntamente con el instrumento de
planeamiento urbanístico que establezca la ordenación de
los terrenos; en tal caso durante la tramitación procederá
la notificación a los propietarios y titulares afectados.

3. Asimismo los Programas de Actuación podrán
tramitarse por separado, siguiendo las siguientes re-
glas, con las especialidades señaladas para cada sis-
tema de actuación:

a) Corresponde al Ayuntamiento la aprobación
inicial y la apertura de un período de información pública
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de veinte días como mínimo, que se notificará a los
propietarios y titulares que consten en el Catastro, y, en
su caso, en el Registro de la Propiedad, y se anunciará
en el Boletín Oficial de la Región y en dos de los diarios
de mayor difusión regional.

b) Concluida la información pública, corresponderá
al Ayuntamiento acordar la aprobación definitiva, seña-
lando los cambios respecto de lo aprobado inicialmen-
te, lo que se notificará a los propietarios y a los titulares
afectados y a quienes hubieran presentado alegacio-
nes, y se publicará en el Boletín Oficial de la Región.

c) Cuando se trate de Programas elaborados por
particulares u otras Administraciones públicas, el
Ayuntamiento deberá resolver sobre su aprobación ini-
cial antes de dos meses desde su presentación,
transcurridos los cuales podrá promoverse la infor-
mación pública y notificación a propietarios por inicia-
tiva privada. Asimismo, siempre que se hubiera reali-
zado la información pública, el Ayuntamiento deberá
resolver sobre la aprobación definitiva antes de cua-
tro meses desde la aprobación inicial, transcurridos
los cuales sin notificación expresa podrá entenderse
aprobado el Programa por silencio administrativo.

Artículo 174.- Efectos de los programas de actuación.
La aprobación del Programa de Actuación otorga

la condición de urbanizador a su promotor, quedando
éste obligado a ejecutar la actuación en las condicio-
nes establecidas en el Programa y, en su caso, en el
planeamiento urbanístico.

Artículo 175.- Proyecto de reparcelación.
1. El Proyecto de Reparcelación tiene por objeto for-

malizar la gestión urbanística mediante la integración de
todas las fincas comprendidas en una Unidad de Ac-
tuación, la determinación de las parcelas resultantes
con sus parámetros urbanísticos y la concreción de los
derechos y deberes de los propietarios originarios y de
la Administración en cuanto al cumplimiento de la
equidistribución de beneficios y cargas.

2. El Proyecto de Reparcelación tendrá en cuenta
los siguientes criterios:

a) El derecho de los propietarios será proporcional a
la superficie de las parcelas respectivas en el momento
de aprobación de la delimitación de la Unidad de Actua-
ción. No obstante los propietarios, por unanimidad, po-
drán adoptar un criterio distinto.

b) La valoración de las parcelas resultantes tendrá
en cuenta el volumen edificable, el uso asignado por el
Plan, la situación y cualquier otra característica diferen-
cial, de conformidad con lo establecido en la legislación
estatal.

c) Las plantaciones, obras, edificaciones e instala-
ciones que no puedan conservarse se valorarán con in-
dependencia del suelo, y su importe se computará como
gasto de urbanización.

d) Las obras de urbanización compatibles con la
ejecución del Plan serán consideradas como obras
con cargo al proyecto, compensándose al propieta-
rio por su valor.

e) Se procurará que las fincas adjudicadas estén
situadas en lugar próximo al de las parcelas originarias
del correspondiente propietario.

f) No podrán adjudicarse como finca independiente
superficies inferiores a la parcela mínima edificable o que
no reúnan la configuración y características adecuadas
para su edificación conforme al planeamiento.

g) Cuando la escasa cuantía de los derechos de
algunos propietarios no permita que se les adjudi-
quen fincas independientes a todos ellos, las parce-
las resultantes se adjudicarán en pro indiviso a tales
propietarios. No obstante, en estos casos y a solici-
tud de los propietarios, la adjudicación podrá
sustituirse por una indemnización económica.

h) No será objeto de adjudicación, conservándo-
se las propiedades originarias, sin perjuicio de las
compensaciones económicas que procedan, los terre-
nos edificados con arreglo al planeamiento.

i) En la cuenta de liquidación del proyecto se incluirán
las indemnizaciones que correspondan a las diferencias
de adjudicación que se hayan producido, tanto por de-
fecto como por exceso, valorándose al precio medio de
las parcelas resultantes.

j) El costo de las obras de urbanización se calculará
con arreglo al presupuesto del proyecto de urbanización
o mediante una cifra estimativa que establecerá
razonadamente el propio proyecto de reparcelación.

3. El Proyecto de Reparcelación contendrá los si-
guientes documentos:

a) Memoria descriptiva de las circunstancias y
ámbito, y justificativa del cumplimiento de los criterios
de valoración y adjudicación señalados en esta Ley.

b) Relación de propietarios y titulares de derechos
incluidos en su ámbito, con expresión de la naturaleza y
cuantía de éstos, distinguiendo los que deben extinguir-
se con la ejecución del plan.

c) Propuesta de adjudicación de fincas resultan-
tes, con designación nominal de los adjudicatarios y
expresión del aprovechamiento urbanístico correspon-
diente.

d) Cuenta de liquidación provisional.

e) Planos, a escala adecuada, de información, or-
denación, parcelación originaria y resultante de la adju-
dicación.

Artículo 176.- Elaboración y aprobación del proyecto
de reparcelación.

1. El Proyecto de Reparcelación podrá tramitarse y
aprobarse junto con el Programa de Actuación.
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2. Cuando se tramite independientemente, se ela-
borará por quien corresponda según el sistema de ac-
tuación elegido y se aprobará inicialmente por el Ayunta-
miento en el plazo máximo de dos meses desde la
presentación del documento completo, sin perjuicio de
lo dispuesto en el artículo 182.

3. Aprobado inicialmente, el expediente se some-
terá a información pública durante veinte días como mí-
nimo, mediante anuncio inserto en el Boletín Oficial de
la Región y en dos de los diarios de mayor difusión re-
gional, y se notificará individualizadamente a los titula-
res que consten en el proyecto.

4. La resolución definitiva deberá producirse en el
plazo de tres meses desde la aprobación inicial y debe-
rá ser notificada a todos los interesados y publicada en
la forma prevista en el párrafo anterior.

5. En el caso de actuaciones por iniciativa privada,
el transcurso del plazo fijado en el párrafo anterior sin
que el promotor haya recibido la notificación del acto se
entenderá recaída la aprobación definitiva.

Artículo 177.- Efectos y formalización del proyecto de
reparcelación.
1. Además de lo establecido en la legislación

del Estado en cuanto a extinción de derechos reales y
cargas constituidos sobre las fincas originales y
exenciones fiscales para la adjudicación de nuevas
fincas, la aprobación del Proyecto de Reparcelación
producirá los siguientes efectos inmediatos:

a) Transmisión al  Ayuntamiento, en pleno dominio y
libres de cargas, gravámenes y ocupantes, de los terre-
nos que deban ser objeto de cesión, para su afectación a
los usos previstos en el planeamiento y su incorporación
al Patrimonio Municipal de Suelo, en su caso.

b) Subrogación, con plena eficacia real, de las an-
tiguas fincas por las nuevas siempre que quede esta-
blecida su correspondencia.

c) Afectación real de las parcelas adjudicadas al
cumplimiento de las cargas y al pago de los gastos in-
herentes al sistema de actuación correspondiente.

2. Una vez firme en vía administrativa la aproba-
ción definitiva de la reparcelación, se procederá a otor-
gar documento público con las formalidades necesa-
rias para su inscripción registral, de acuerdo con la
normativa estatal.

Sección Segunda

Sistemas de iniciativa privada

Subsección 1.ª: Sistemas de concertación

Artículo 178.- Sistema de concertación directa.
1. El Sistema de Concertación Directa podrá utilizar-

se cuando todos los terrenos de la Unidad de Actuación,

excepto los de uso y dominio público, en su caso, perte-
nezcan a un único propietario, o bien cuando todos los
propietarios de la Unidad garanticen solidariamente la
actuación.

2. En el Sistema de Concertación Directa asumirá
el papel de urbanizador el propietario único, o bien el
conjunto de propietarios, de forma solidaria.

3. El Programa de Actuación deberá acreditar que
los terrenos de la Unidad, excepto los de uso y dominio
público, son propiedad de sus promotores, que debe-
rán suscribir el oportuno convenio de colaboración, me-
diante cualquiera de las formas jurídicas conformes a
Derecho, pudiendo declararse innecesaria la
reparcelación.

Artículo 179.- Sistema de Concertación Indirecta.
1. Podrá utilizarse este sistema a solicitud de al-

guno de los propietarios que representen al menos el
25 por ciento de la superficie de la Unidad de Actua-
ción, descontados los terrenos de dominio y uso públi-
co, en su caso, cuando no estuviera previsto el sistema
de compensación o no se alcanzara acuerdo con el por-
centaje de propietarios requerido para este sistema.

2. Recibida la solicitud, el Ayuntamiento iniciará el
procedimiento en el que se promueva la concurrencia
entre los propietarios incluidos dentro de la Unidad de
Actuación, otorgando un plazo de tres meses para la
presentación de Programas de Actuación, conforme a
las bases del concurso y criterios de adjudicación fija-
dos por la Administración.

3. El Programa que resulte seleccionado será ob-
jeto de la tramitación correspondiente, conforme al artí-
culo 173 de esta Ley, ostentando el adjudicatario del
concurso la condición de urbanizador y siendo de apli-
cación las determinaciones del sistema de concurren-
cia regulado en esta Ley.

Subsección 2.ª: Sistema de compensación

Artículo 180.- Características del sistema de
compensación.
1. El Sistema de Compensación podrá utilizarse a

iniciativa del propietario o los propietarios que repre-
senten al menos el 50 por ciento de la superficie de la
Unidad de Actuación, descontados los terrenos de uso
y dominio público, en su caso.

2. En el Sistema de Compensación los citados
propietarios asumirán el papel de urbanizador, consti-
tuidos en Junta de Compensación, en cuyos órganos
plenario y de dirección estará representado el Ayunta-
miento.

Artículo 181.- Junta de Compensación.
1. La Junta de Compensación se constituirá de

acuerdo a las siguientes reglas.
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a) Presentados el Proyecto de Estatutos y el Progra-
ma de Actuación, con el contenido fijado en el artículo
172, por los propietarios habilitados para ello conforme
al artículo anterior, el Ayuntamiento los aprobará inicial-
mente, los someterá a información pública por término
de veinte días y los notificará a los propietarios, otor-
gándoles un plazo de audiencia de quince días, en el
cual podrán adherirse a la Junta los propietarios no in-
tegrados inicialmente en la misma. Asimismo el Ayun-
tamiento solicitará del Registro de la Propiedad certifi-
cación de dominio y cargas de las fincas y la práctica de
los asientos que correspondan.

b) Finalizado este último plazo, el Ayuntamiento re-
solverá sobre la aprobación definitiva de los Estatutos y
Programa de Actuación, introduciendo las modificacio-
nes que procedan. Este acuerdo se notificará a los pro-
pietarios y se publicará en el Boletín Oficial de la Re-
gión.

c) El Ayuntamiento deberá efectuar la aproba-
ción inicial prevista en el apartado a) antes de dos
meses desde la presentación de los Estatutos y Pro-
grama de Actuación, transcurrido el cual podrá
promoverse la notificación a los propietarios por inicia-
tiva privada. Asimismo, siempre que se hubiera efec-
tuado la notificación a los propietarios, el Ayunta-
miento deberá resolver sobre la aprobación definitiva
de los Estatutos y Programa de Actuación antes de
tres meses desde su presentación, transcurridos los
cuales sin que se hubiera notificado resolución ex-
presa podrán entenderse aprobados por silencio ad-
ministrativo.

d) Publicada la aprobación definitiva de los Estatu-
tos y Programa de Actuación, todos los propietarios de
la Unidad quedarán vinculados a la actuación en pro-
porción a sus respectivos derechos y obligaciones, in-
cluida la Administración actuante, y obligados a consti-
tuir la Junta de Compensación, mediante otorgamiento
de escritura pública, antes de dos meses desde la pu-
blicación.

e) A partir de la publicación, los propietarios que
no deseen formar parte de la Junta podrán, sin perjui-
cio de la libre transmisión de sus terrenos, solicitar la
expropiación de sus bienes y derechos afectados en
beneficio de la Junta, quedando inmediatamente exclui-
dos de la misma.

Todos los propietarios no excluidos serán citados
fehacientemente al acto de constitución de la Junta,
siendo asimismo motivo de exclusión la no asistencia a
dicho acto, quedando sujetos sus bienes y derechos a
expropiación, salvo que realicen su incorporación pos-
teriormente en documento notarial de adhesión dentro
del plazo de un mes a partir de la notificación de la
constitución formal de la Junta. El Ayuntamiento deberá
iniciar el procedimiento de expropiación antes de un
mes a partir del vencimiento del plazo anterior o, en su
defecto, desde la constitución de la Junta.

2. La Junta de Compensación tendrá naturaleza
administrativa, personalidad jurídica propia y plena ca-
pacidad para el cumplimiento de sus fines. Contra sus
acuerdos podrá interponerse recurso de alzada ante el
Ayuntamiento.

3. La incorporación de los propietarios a la Junta de
Compensación no presupone, salvo que los Estatutos
dispusieran otra cosa, la transmisión a la misma de los
inmuebles afectados a los resultados de la gestión co-
mún. En todo caso, los terrenos quedarán directamente
afectos al cumplimiento de las obligaciones inherentes
al sistema, con anotación en el Registro de la Propiedad
en la forma establecida en la legislación estatal.

La Junta de Compensación actuará como fiducia-
ria con pleno poder dispositivo sobre las fincas afecta-
das pertenecientes a sus miembros, sin más limitacio-
nes que las establecidas en los Estatutos.

El incumplimiento por los miembros de la Junta
de Compensación de las obligaciones y cargas inhe-
rentes al sistema, habilitará al Ayuntamiento, previa pe-
tición de la Junta, para exigir su pago por la vía de apre-
mio, cuando se trate de cantidades adecuadas a la
misma y, en su caso y en último extremo, a expropiar
los derechos de aquéllos a favor de la Junta, que tendrá
la condición jurídica de beneficiaria.

4. No podrá acordarse la disolución de la Junta de
Compensación hasta que ésta no haya cumplido todos
sus compromisos de gestión urbanística.

Artículo 182.- Peculiaridades del proyecto de
reparcelación.
1. Constituida la Junta de Compensación, ésta

elaborará el Proyecto de Reparcelación y se someterá,
previa audiencia de todos los afectados, por plazo de un
mes, para aprobación inicial por la Junta, debiendo
adoptarse el correspondiente acuerdo por mayoría de
sus miembros que, a su vez, represente más del 50%
de las cuotas de participación.

2. El proyecto así tramitado se elevará a la admi-
nistración actuante para su aprobación definitiva, si pro-
cede.

3. En el Sistema de Compensación, por acuerdo
unánime de la Junta, podrán fijarse criterios de
reparcelación distintos de los establecidos en el artícu-
lo 175.2 de esta Ley, siempre que no sean contrarios a
la ley o al planeamiento, ni lesivos para los intereses
públicos o de terceros.

Sección Tercera

Sistemas de iniciativa pública

Subsección 1.ª: Sistema de cooperación

Artículo 183.- Características del sistema de
cooperación.
1. El Sistema de Cooperación podrá utilizarse a

iniciativa del Ayuntamiento o siempre que lo solicite el
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propietario o los propietarios que representen conjunta-
mente al menos el 65 por ciento de la superficie de la
unidad de actuación, descontados los terrenos de uso y
dominio público existentes, en su caso.

2. En el Sistema de Cooperación actuará como ur-
banizador el Ayuntamiento.

3. Los propietarios podrán constituir asociacio-
nes con carácter de entidad urbanística colaboradora,
si bien ello no afectará a sus derechos y obligaciones
como tales propietarios. El Ayuntamiento podrá dele-
gar en la asociación la elaboración de un Programa
de Actuación, así como cualquier otra tarea para la
ejecución total o parcial de la actuación.

Artículo 184.- Peculiaridades del proyecto de
reparcelación.
El Ayuntamiento elaborará y aprobará el Proyecto

de Reparcelación, en el que se podrá efectuar una re-
serva de terrenos edificables a fin de sufragar total o
parcialmente con su aprovechamiento los gastos de ur-
banización previstos, así como para hacer frente en la li-
quidación a eventuales desajustes entre gastos previs-
tos y reales o cambios en las valoraciones.

Artículo 185.- Ejecución de la actuación.
1. Aprobado definitivamente el Proyecto de

Reparcelación, el Ayuntamiento acordará la ocupación
inmediata de los terrenos.

2. Una vez ejecutada la actuación, los terrenos
que resten de la reserva prevista en el artículo anterior
se adjudicarán a los propietarios en proporción al apro-
vechamiento que les corresponda, deduciendo los gas-
tos de urbanización cuando se trate de propietarios que
no hayan contribuido a los mismos. Dichos terrenos po-
drán también enajenarse mediante subasta, abonán-
dose el resultado a los propietarios, en la misma pro-
porción.

Subsección 2.ª: Sistema de concurrencia

Artículo 186.- Características del sistema de
concurrencia.
1. El Sistema de Concurrencia podrá utilizarse a

iniciativa del Ayuntamiento, que, cuando existan cir-
cunstancias de urgencia, demanda de suelo o mani-
fiesta inactividad de la iniciativa privada, elaborará y
aprobará inicialmente un Programa de Actuación y con-
vocará un concurso para la selección del urbanizador,
simultáneo a la información pública.

2. En el Sistema de Concurrencia actuará como ur-
banizador el adjudicatario del concurso de selección ci-
tado en el apartado anterior.

3. Los propietarios podrán constituir asociaciones
con carácter de entidad urbanística colaboradora, si
bien ello no afectará a sus derechos y obligaciones
como tales propietarios.

Artículo 187.- Peculiaridades del programa de
actuación.
1. En el Sistema de Concurrencia el Programa de

Actuación será elaborado por el Ayuntamiento, confor-
me a lo dispuesto en el artículo anterior.

2. Mediante el acuerdo de aprobación inicial del
Programa, el Ayuntamiento convocará un concurso para
la selección del urbanizador, señalando, en su caso, el
avance de planeamiento, y fijando criterios para su adju-
dicación, vinculados a las condiciones económicas y de
colaboración de los propietarios y a la idoneidad de
los terrenos de cesión, obras de urbanización y demás
contenidos del Programa.

3. Durante el período de información pública, que
será como mínimo de un mes, podrán presentarse tan-
to las alegaciones y sugerencias ordinarias, como al-
ternativas al Programa, e igualmente proposiciones ju-
rídico-económicas para la ejecución de la actuación,
en plica cerrada.

4. La aprobación definitiva del Programa llevará
aparejada la adjudicación y, por tanto, la condición de
urbanizador, a quien presente la mejor propuesta, ya
sea una proposición jurídico-económica sobre el Pro-
grama original o una alternativa con su propia proposi-
ción.

Artículo 188.- Ejecución de la actuación.
1. El adjudicatario del Programa de Actuación, para

acceder a la condición de urbanizador, debe suscribir los
compromisos, asumir los deberes y prestar las garan-
tías que se establezcan en el planeamiento, en el Pro-
grama aprobado y en el acuerdo de adjudicación, y po-
drá renunciar a la adjudicación cuando ésta suponga
compromisos distintos de los que ofreció, con dere-
cho, en este caso, a la devolución de las garantías
prestadas.

2. Al urbanizador corresponde ejecutar la actua-
ción, elaborando y tramitando, en su caso, el
planeamiento de desarrollo y los proyectos de
reparcelación y de urbanización, cuando no se contuvie-
ran en el Programa de Actuación, así como financiar los
gastos de urbanización, que le serán retribuidos por los
propietarios mediante la cesión de solares urbaniza-
dos, o bien en metálico mediante cuotas de urbaniza-
ción.

La retribución mediante solares se efectuará al
término de la actuación, si bien cada propietario debe-
rá decidir este modo de retribución en el período de in-
formación pública del proyecto de reparcelación. Una
vez aprobado el proyecto de reparcelación, las fincas
quedarán afectas a tal fin y al pago de los demás gas-
tos de urbanización como carga real por importe
cautelar estipulado en cuenta de liquidación provisional
para cada propietario. Las variaciones en los gastos de
urbanización, aprobadas y no imputables al urbaniza-
dor, se saldarán mediante compensaciones en metálico.
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La retribución mediante cuotas de urbanización
se realizará conforme a lo dispuesto al efecto en el
Programa de Actuación o, en su caso, en el proyecto
de reparcelación, o, en su defecto, previa aprobación
separada de las cuotas por el Ayuntamiento, con au-
diencia a los propietarios. Asimismo el Ayuntamiento
podrá, a instancia del urbanizador, imponer a los pro-
pietarios un canon o una garantía de urbanización
para el abono de las cuotas, así como, en caso de
impago, proceder a su ejecución forzosa con los inte-
reses de demora correspondientes.

3. Ejecutada la actuación, los propietarios reci-
birán solares en proporción al aprovechamiento que
les corresponda, y retribuirán al urbanizador cedién-
dole parte de los mismos, o bien en metálico median-
te cuotas de urbanización, que se considerarán gastos
de urbanización. Asimismo los propietarios podrán
solicitar la expropiación de sus bienes y derechos
afectados en beneficio del urbanizador, e igualmen-
te el urbanizador podrá instar la expropiación cuando
los propietarios incumplan sus obligaciones. En
ambos casos, el Ayuntamiento iniciará el procedi-
miento de expropiación antes de un mes desde la
solicitud.

4. Las relaciones entre el urbanizador y los pro-
pietarios se atendrán a las determinaciones del
planeamiento, del Programa de Actuación y del pro-
yecto de reparcelación, respondiendo el urbanizador
de los daños causados por la actuación, salvo cuan-
do se deban al cumplimento de las determinaciones
de los instrumentos de planeamiento y gestión ur-
banísticos, o deriven de instrucciones adicionales
del Ayuntamiento.

Artículo 189.- Derechos de los propietarios.
Los propietarios tendrán los siguientes derechos:

1. A recibir las parcelas resultantes o la compen-
sación en metálico en proporción al derecho que les
corresponda.

2. A recibir en todo momento información sobre el
desarrollo de la actuación y, en especial, sobre los gas-
tos de urbanización que deban asumir.

3. A presentar al Ayuntamiento y al urbanizador su-
gerencias relativas a los proyectos de reparcelación y
urbanización y, en general, al desarrollo de la actua-
ción.

4. A exigir del urbanizador la correcta ejecución del
Programa de Actuación y proyectos de reparcelación y
urbanización, y al Ayuntamiento la efectiva tutela de la
misma.

5. A manifestar discrepancias respecto de los gas-
tos de urbanización previstos, que el Ayuntamiento re-
solverá.

6. A oponerse a la retribución al urbanizador en
solares, antes de la aprobación del proyecto de

reparcelación, solicitando retribuirle en metálico y acom-
pañando al efecto las garantías necesarias para asegu-
rar dicha retribución.

Artículo 190.- Derechos del urbanizador.
1. Sin perjuicio de lo señalado en los artículos an-

teriores, el urbanizador tendrá los siguientes derechos:

a) A ocupar los terrenos destinados a dominio pú-
blico para la ejecución de las obras de urbanización.

b) A ser informado del otorgamiento de licencias
en la Unidad de Actuación, a partir de la aprobación del
Programa de Actuación y hasta su pleno cumplimiento.

c) A proponer la modificación de los gastos de ur-
banización previstos, por causas objetivas no contem-
pladas en el Programa de Actuación.

d) A ceder total o parcialmente su condición en fa-
vor de tercero que se subrogue en sus deberes, previa
autorización del Ayuntamiento.

e) A ser compensado cuando el ejercicio de las
potestades administrativas impida o modifique el nor-
mal desarrollo de la actuación; y cuando, por estas cau-
sas, se altere en más de un 20 por ciento el coste de
sus compromisos y deberes, a la resolución de la adju-
dicación, sin perjuicio de las indemnizaciones que pro-
cedan.

2. En caso de incumplimiento de los plazos se-
ñalados en el Programa de Actuación, si el mismo se
debe a causas no imputables al urbanizador, el Ayun-
tamiento le concederá una prórroga de duración no
superior al plazo incumplido. Si la prórroga no se con-
cede o, si transcurrida, se mantiene el incumplimiento,
el Ayuntamiento declarará la caducidad de la adjudica-
ción.

Subsección 3.ª: Sistema de expropiación

Artículo 191.- Características del sistema de
expropiación.
1. El Sistema de Expropiación podrá utilizarse a

iniciativa del Ayuntamiento o de otra Administración
pública que ejerza la potestad expropiatoria, y especial-
mente cuando:

a) Lo justifiquen especiales razones de urgencia,
necesidad o dificultad en la gestión urbanística mediante
los demás sistemas, a causa de la existencia de propie-
tarios con intereses contradictorios, excesiva fragmenta-
ción de la propiedad o circunstancias análogas.

b) Se incumplan los plazos señalados en los ins-
trumentos de planeamiento y gestión urbanísticos para
el desarrollo de actuaciones integradas mediante otros
sistemas de actuación, o cuando en cualquiera de ellos
el urbanizador perdiera las condiciones que le habilita-
ban para serlo.

2. En el Sistema de Expropiación podrá actuar
como urbanizador el propio Ayuntamiento u otra Admi-
nistración pública que ejerza la potestad expropiatoria.
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Sin perjuicio de que las mismas mantengan en todo
caso la condición de Administración actuante, también
podrán actuar como urbanizador, en su condición de be-
neficiarias de la expropiación, las entidades de Dere-
cho público, consorcios o sociedades urbanísticas a
los que se encomiende la actuación, o bien un particu-
lar al que se otorgue la condición de concesionario,
conforme a lo dispuesto en el articulo siguiente.

3. Los propietarios podrán constituir asociacio-
nes con carácter de entidad urbanística colaborado-
ra, si bien ello no afectará a sus derechos y obliga-
ciones como tales propietarios.

4. La Administración expropiante podrá optar por
aplicar el procedimiento de tasación conjunta o el regu-
lado en la legislación del Estado para la expropiación
individual. Para el desarrollo de la actuación, además
de lo previsto en la legislación del Estado en cuanto a
pago del justiprecio, a efectos de la aprobación del
procedimiento de tasación conjunta, ocupación e ins-
cripción en el Registro de la propiedad y supuestos de
reversión, se aplicarán las disposiciones complemen-
tarias establecidas en los artículos siguientes.

5. La aprobación de proyectos de expropiación
aplicando el procedimiento de tasación conjunta tam-
bién corresponderá al Ayuntamiento.

El pago o depósito del importe de la valoración es-
tablecida por el órgano competente al aprobar el pro-
yecto de expropiación habilitará para proceder a la ocu-
pación de la finca y producirá los efectos previstos en
los números 6, 7 y 8 del artículo 52 de la Ley de Expro-
piación Forzosa, sin perjuicio de la valoración, en su
caso, por el Jurado Provincial de Expropiación y de que
puedan seguir tramitándose los recursos procedentes
respecto a la fijación del justiprecio. Asimismo, habilita-
rá para proceder a la ocupación de las fincas la apro-
bación del documento de adjudicación de las futuras
parcelas en que se hubiere concretado el pago en es-
pecie, de acuerdo con el expropiado.

6. Las vías públicas y caminos rurales se enten-
derán de propiedad municipal salvo prueba en contra-
rio, y cuando sea necesaria su desaparición se enten-
derán transmitidas de pleno derecho a la
Administración expropiante y subrogadas por las nue-
vas que resulten del planeamiento.

Artículo 192.- Atribución de la condición de
urbanizador.
En el Sistema de Expropiación la condición de ur-

banizador podrá ser objeto de concesión mediante con-
curso, cuyas bases determinarán los compromisos
que deba asumir el adjudicatario. En la resolución del
concurso tendrán preferencia las asociaciones de pro-
pietarios que representen conjuntamente al menos el
25 por ciento de la superficie de la Unidad. El conce-
sionario podrá incorporar a la gestión a los propieta-
rios de la Unidad, en las condiciones que libremente

pacten, previa liberación de sus terrenos conforme
a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 193.- Liberación de propiedades.
1. La Administración expropiante podrá acordar, de

oficio o a instancia del urbanizador o de los propietarios
afectados, la liberación justificada de determinados bie-
nes, siempre que no estén reservados para dotaciones
urbanísticas públicas y que su exclusión no afecte a la
ejecución de la actuación.

2. El acuerdo de liberación se publicará en el Boletín
Oficial de la Región e impondrá las condiciones que re-
sulten necesarias para la vinculación del propietario afec-
tado a la gestión urbanística, de forma que se garantice el
cumplimiento de los deberes urbanísticos exigibles.

3. El incumplimiento de dichos deberes o de las
condiciones fijadas en el acuerdo, determinará su
ejecución forzosa o la expropiación por incumplimiento
de la función social de la propiedad.

Subsección 4.ª: Ocupación directa

Artículo 194.- Características del sistema de
ocupación directa.
1. Podrán ser objeto de obtención por ocupación

directa los terrenos reservados en el planeamiento para
sistemas generales, mediante el reconocimiento for-
mal a sus propietarios del derecho al aprovechamiento
en la Unidad de Actuación a la que se vinculan.

2. La ocupación directa requiere que esté aproba-
da la ordenación pormenorizada, tanto de los terrenos
a ocupar, con determinación del aprovechamiento que
corresponda a sus propietarios, como de la Unidad de
Actuación en la que hayan de integrarse.

Artículo 195.- Procedimiento de ocupación.
1. El procedimiento de ocupación directa se ajus-

tará a las siguientes reglas:
a) La relación de terrenos a ocupar, sus propieta-

rios, el aprovechamiento que les corresponda y las
Unidades de Actuación en las que hayan de integrar-
se, se publicarán en el Boletín Oficial de la Región y se
notificará a dichos propietarios, otorgándoles un plazo
de audiencia de quince días. Asimismo se notificará al
Registro de la Propiedad, solicitando del mismo certi-
ficación de dominio y cargas de las fincas afectadas y
la práctica de los asientos que correspondan.

b) Terminado dicho plazo, se resolverán las alega-
ciones que se hayan presentado y se aprobará la co-
rrespondiente relación, levantándose posteriormente
acta de ocupación, haciendo constar el lugar y fecha,
las características de los terrenos y la descripción y car-
gas de los mismos, la identificación de los propietarios,
el aprovechamiento que les corresponda y la Unidad de
Actuación en la que hayan de integrarse.

c) Cuando existan propietarios desconocidos, no
comparecientes e incapacitados sin persona que los
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represente, o cuando se trate de propiedad litigiosa, las
actuaciones señaladas se practicarán con intervención
del Ministerio Fiscal.

2. El Ayuntamiento expedirá a favor de cada propie-
tario certificación de los extremos señalados en el acta
de ocupación, y remitirá copia al Registro de la Propie-
dad para inscribir a su favor la superficie ocupada.

3. Los propietarios afectados por estas ocupacio-
nes tendrán derecho a indemnización por ocupación
temporal, en los términos establecidos en la legisla-
ción del Estado.

4. Transcurridos cuatro años sin que se haya
aprobado definitivamente el Proyecto de
Reparcelación de la Unidad en la que se hayan inte-
grado, los propietarios podrán advertir al Ayunta-
miento de su propósito de iniciar el expediente de
justiprecio, que se llevará a cabo por ministerio de
la Ley, una vez transcurridos seis meses desde di-
cha advertencia.

En tal caso, el Ayuntamiento podrá hacer efectivo
el justiprecio, previo acuerdo con el expropiado, me-
diante la adjudicación de terrenos del Patrimonio Muni-
cipal del Suelo.

Capítulo IV

Intervención pública en el mercado del suelo

Sección Primera

Patrimonios Públicos de Suelo

Artículo 196.- Objeto.
1. Los municipios gestionarán su propio Patrimo-

nio Municipal de Suelo para facilitar la ejecución del
planeamiento urbanístico, obtener reservas de suelo y
contribuir a la regulación del mercado inmobiliario y a
disminuir la repercusión del suelo sobre la vivienda.

2. Asimismo, con el fin de facilitar la ejecución de los
instrumentos de ordenación territorial y obtener reser-
vas de suelo con el mismo fin para actuaciones de inte-
rés supramunicipal, la Administración Regional gestio-
nará el Patrimonio Regional de Suelo.

Artículo 197.- Bienes integrantes.
Integran los patrimonios públicos de suelo:
a) Los bienes patrimoniales que se adscriban ex-

presamente a los mismos.
b) Los terrenos y construcciones obtenidas por ce-

sión del aprovechamiento urbanístico que corresponda
a la Administración o por razón de gestión urbanística.

c) Los terrenos y construcciones adquiridos o ex-
propiados con el fin de su incorporación a dicho patri-
monio.

d) Las cesiones en metálico o en especie como
consecuencia del cumplimiento de obligaciones o de-
beres asumidos en convenios o concursos públicos.

e) Los ingresos obtenidos por la enajenación de
los bienes incluidos en el patrimonio público de suelo.

Artículo 198.- Destino.
Los bienes integrantes de los patrimonios públi-

cos de suelo, así como los ingresos obtenidos por su
enajenación, se destinarán, de conformidad con los
procedimientos establecidos en esta Ley, a los si-
guientes fines de interés social:

a) Construcción de viviendas sujetas a algún régi-
men de protección pública.

b) Conservación, gestión y ampliación de los patri-
monios públicos de suelo.

c) Compensación a propietarios cuyos terrenos
hayan sido objeto de ocupación directa en los términos
fijados en esta Ley.

d) Ejecución de sistemas generales y dotaciones
urbanísticas públicas.

e) Otros usos de interés social.

Artículo 199.- Reservas de suelo.
1. El planeamiento podrá establecer, en suelo ur-

bano y urbanizable, reservas de terrenos para la posi-
ble ampliación del patrimonio público de suelo, por pla-
zo de dos y cuatro años, respectivamente, con posible
prórroga por una sola vez, de la mitad de dichos plazos.

2. Dicha determinación del planeamiento implica:
a) La declaración de utilidad pública y la necesi-

dad de ocupación de los terrenos a efectos de expro-
piación forzosa.

b) La sujeción de todas las transmisiones que se
efectúen sobre dichos terrenos a los derechos de tan-
teo y retracto previstos en esta Ley a favor de la Admi-
nistración.

Artículo 200.- Enajenación.
Los bienes de los patrimonios públicos de suelo

podrán ser:
a) Enajenados por cualquiera de los procedi-

mientos de adjudicación previstos en la legislación
reguladora de los bienes y contratos de las administra-
ciones públicas sin que el precio a satisfacer por el
adjudicatario pueda ser nunca inferior al que corres-
ponda por aplicación de la legislación estatal sobre va-
loraciones.

b) Cedidos gratuitamente o por precio fijado para
el fomento de viviendas sujetas a cualquier régimen
de protección pública, o para la realización de progra-
mas de conservación o mejora territorial.

c) Permutados directamente, en los casos de
ocupación directa para la obtención de terrenos desti-
nados a sistemas generales.

d) Cedidos gratuitamente a otras Administracio-
nes o entidades públicas de ellas dependientes o ads-
critas para la ejecución de dotaciones y equipamientos
públicos.
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Sección Segunda

Derechos de superficie y de tanteo y retracto

Artículo 201.- Derecho de superficie.
1. Las administraciones públicas, las entidades de

Derecho público de ellas dependientes y las sociedades
urbanísticas podrán constituir derechos de superficie so-
bre terrenos de su propiedad, con destino a la construc-
ción de viviendas de naturaleza pública o a otros usos de
interés social que prevea el planeamiento urbanístico.

2. El régimen aplicable será el establecido en la le-
gislación del Estado y en las siguientes normas com-
plementarias:

a) El procedimiento de constitución del derecho de
superficie y su valoración serán los establecidos en la
sección anterior.

b) El derecho de superficie gozará de los beneficios
derivados de la normativa de viviendas de naturaleza pú-
blica, siempre que cumpla con sus requisitos.

Artículo 202.- Derechos de tanteo y retracto.
1. Los instrumentos de ordenación territorial y los

Planes Generales podrán delimitar áreas de suelo en
las que las transmisiones onerosas de bienes
inmuebles, tanto terrenos como construcciones, que-
darán sujetas al ejercicio de los derechos de tanteo y
retracto por parte de la Administración.

2. Se fijará la finalidad, que habrá de ser relevante
para el interés público, y la justificación de su necesi-
dad y ámbito de actuación, siendo obligatoria la notifi-
cación individualizada a los afectados en el período de
información pública.

3. El plazo máximo de afección de un área a los dere-
chos de tanteo y retracto será de cinco años.

4. La Administración podrá ejercitar el derecho de
tanteo en el plazo de sesenta días desde la notifica-
ción a que viene obligado el propietario cuyo bien se
encuentre sujeto a tanteo; y en el plazo de seis meses
en el caso de retracto.

Sección Tercera

Fomento de la edificación

Artículo 203.- Edificación forzosa.
1. Los propietarios de parcelas y edificaciones en

ruina, deberán proceder a su edificación en el plazo fija-
do por el planeamiento y, en su defecto, en el de dos
años desde que la parcela merezca la condición de so-
lar o desde la declaración firme de ruina.

2. El Ayuntamiento, por causa justificada, podrá pro-
rrogar por otros dos años el plazo anterior.

Artículo 204.- Registro de Solares.
Los Ayuntamientos podrán constituir un Registro de

Solares para incluir los solares y las edificaciones decla-
radas en ruina que incumplan los plazos señalados en
el artículo anterior.

El acuerdo municipal para la inclusión de fincas
en el Registro de Solares, contendrá la valoración de las
mismas y supondrá la aplicación del régimen de venta
forzosa.

Artículo 205.- Venta forzosa.
1. El Ayuntamiento, en el plazo máximo de un año

desde la inclusión del inmueble en el Registro de Sola-
res, lo sacará a subasta pública con su valoración
como tipo de licitación. El precio obtenido se entregará
al propietario, una vez deducidos los gastos ocasiona-
dos y, en su caso, las sanciones aplicables.

2. Si la subasta se declarase desierta, se convoca-
rá de nuevo en el plazo de seis meses, con una rebaja
del 25 por ciento del tipo.

3. Si también quedara desierta, el Ayuntamiento,
en el plazo de seis meses, podrá adquirirla para el Pa-
trimonio Municipal de Suelo.

4. Transcurridos los anteriores plazos sin que se
haya producido la venta quedará sin efecto la inclusión
en el Registro.

Artículo 206.- Obligaciones del adquirente.
1. El adquirente de inmuebles a que se refieren

los artículos precedentes quedará obligado a comenzar
las obras en el plazo de seis meses a partir de la toma
de posesión de la finca, y a edificarla en el plazo fijado
en la licencia.

2. El incumplimiento por el adquirente de estos
deberes determinará la nueva inclusión del inmueble
en el Registro de Solares.

TÍTULO VI

LA INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA Y PROTECCIÓN
DE LA LEGALIDAD

Capítulo I
Disposiciones comunes

Artículo 207.- Principios de la intervención
administrativa en el uso del suelo y la edificación.
La legitimidad de la ejecución de los actos de parce-

lación, urbanización, construcción y edificación, así como
de cualquier otro de transformación o uso del suelo y
subsuelo presupone los siguientes requisitos esenciales:

- La vigencia de la ordenación conforme a esta Ley.
- La obtención de licencia, orden de ejecución o auto-

rización administrativa del correspondiente proyecto técni-
co cuando sea exigible.

Artículo 208.- Colaboración en el ejercicio de la
función urbanística.
1. Los Ayuntamientos que no dispongan de medios

técnicos, jurídicos o materiales suficientes para el ejer-
cicio eficaz de las potestades a que se refiere esta Ley,
podrán recabar en forma individual o mancomunada la




